PROPUESTA DE RESOLUCIÓN EN DEFENSA DE LOS SERVICIOS SOCIALES MUNICIPALES, PARA EL DESARROLLO DE LA LEY DE DERECHOS Y SERVICIOS SOCIALES DE CANTABRIA.

No nos detendremos en cifras. Detrás de las estadísticas NOS ESCONDEN los dramas personales con nombres y apellidos. En este caso es el bosque el que no nos deja ver los árboles. No obstante, y por poder situarnos en contexto, sí quiero que recordemos algunos datos que no por conocidos son menos significativos. A fecha de 30 de septiembre de este año, según datos del Servicio de Empleo Público Estatal, había registrados en la oficina de empleo de Torrelavega 6140 desempleados. Según la EPA, el 27,33% de la población activa de Torrelavega está desempleada. A continuación, y en cuanto a la tasa de desempleo, a Torrelavega le sigue el área costera central oeste, un ámbito en el que el Icane engloba básicamente a los ayuntamientos de la comarca del Besaya, como Cartes, Reocín, Polanco, Suances, el valle de Buelna, Santillana del Mar, y también Cabezón de la Sal, con una tasa de desempleo del 24,51%. Volviendo a los datos del paro registrado en las oficinas de empleo, durante el último año, desde septiembre de 2012 a septiembre de 2013, en los municipios de Torrelavega, Los Corrales de Buelna, San Felices de Buelna, Suances, Cartes, Polanco, Anievas, Arenas de Iguña, Bárcena de Pie de Concha, Cieza y Molledo, el paro ha aumentado un 6,6%, sumando entre todos ellos 9813 desempleados, 610 más que hace un año. Solo un dato más, según un informe de UGT-Besaya, basado en los datos del SEPE y el Servicio Cántabro de Empleo, el 57% de esos 6140 parados de Torrelavega, en concreto 3470 de ellos, no reciben ninguna prestación.
Mientras crece el número de desempleados, el de personas sin hogar, el de niños en situación de pobreza (el 26,7% de los menores de 16 años, según Cáritas), mientras llegamos a la escandalosa cifra de doce millones de compatriotas en el umbral de la pobreza (- de 7355 euros/año), tres millones de los cuales viven en situación de pobreza extrema (- de 307 euros/mes); en los últimos años venimos asistiendo al desmantelamiento de lo que conocemos como el estado del bienestar, que es lo mismo que decir el desmantelamiento del Estado Social, la forma en la que nos definimos en el artículo 1.1 de la Constitución: “España se constituye en un Estado social y democrático de Derecho, que propugna como valores superiores de su ordenamiento jurídico la libertad, la justicia, la igualdad y el pluralismo político”.
El carácter social de nuestro estado, tal y como lo proclama nuestra constitución, reclama a los poderes públicos, el desarrollo de una  actividad tendente a conseguir una igualdad material real y efectiva a través de una redistribución más justa de la renta y su intervención para garantizar la protección de determinado bienes como la vivienda, la salud, el trabajo o el acceso a la cultura, o también unas condiciones laborales adecuadas, tal y como se recoge en el artículo 9.2 de la propia Constitución.
Y para conseguir remover esos obstáculos, para conseguir esa justicia social, el estado social se apuntala sobre cuatro pilares que lo sostienen: la educación, la sanidad, las pensiones y los servicios sociales. Los cuatro se rigen por principios comunes: la igualdad y la universalidad. Hoy, en nuestro país, estamos siendo testigos de un cambio constitucional encubierto, los gobiernos central y regional del Partido Popular han iniciado el camino que nos llevará indefectiblemente desde el Estado Social hasta al Estado Neo-liberal; desde los principios de libertad, justicia e igualdad a los de privatización de servicios públicos, desregularización y eliminación de prestaciones sociales, en definitiva la disminución de los servicios públicos (del sector público) a mayor beneficio del sector privado. Aquellos que con frecuencia reclaman y se llenan la boca con determinados preceptos constitucionales, como la unidad del estado, obvian aquellos principios que definen nuestro estado.
Somos testigos de cómo la educación, la sanidad, las pensiones y los servicios sociales son difamados, recortados, atacados, menospreciados, privatizados y convertidos en artículo de comercio y negocio. Y el pilar más débil de todos ellos son los servicios sociales. Los tres primeros los sentimos como derechos propios, están consolidados en nuestra cultura y universo personal y estamos dispuestos a salir a la calle como una marea para defenderlos lo que, en principio, garantiza su supervivencia y continuidad. ¿Pero quién saldrá a la calle a defender los servicios sociales? 
Los servicios sociales tal como los conocemos tienen apenas 35 años, y eso si contamos desde su concepción, porque el parto fue complicado y el nacimiento se retrasó. Se conciben en la Constitución y nacen en la década de los 80. Con este nuevo modelo se superaba el secular de la beneficencia, basada en el altruismo y la solidaridad, modelo el de la beneficencia que tenía como objetivo paliar las calamidades sociales, siempre de manera graciable, nunca como un derecho reconocido. 
Poco a poco el nuevo modelo, basado en los derechos de la ciudadanía, que pretende la universalización de la protección social, lo que en definitiva supone la extensión de las actividades de prevención, promoción, tutela, intervención, incorporación e inclusión a todas las clases sociales y no solo a las más desfavorecidas; fue creciendo hasta incorporar derechos como la renta básica de inserción o los contemplados en la Ley de Promoción de la Autonomía Personal y Atención a las Situaciones de Dependencia (LAPAD), la mal llamada Ley de la dependencia.
Con este objetivo y con en base a los principios de igualdad y universalidad, superando el viejo modelo asistencial basado en la beneficencia, el anterior gobierno regional, el gobierno PRC-PSOE aprobó en 2007 la LEY DE CANTABRIA 2/2007 DE 27 DE MARZO, DE DERECHOS Y SERVICIOS SOCIALES. Un dato significativo: desde su aprobación en el Parlamento, la ley ha sufrido siete modificaciones, cuatro en el anterior periodo legislativo:

Ley de Cantabria 9/2008, de 26 de diciembre, de Medidas Fiscales y de Contenido Financiero

Ley de Cantabria 3/2009, de 27 de noviembre, de creación del Instituto Cántabro de Servicios Sociales


Ley de Cantabria 6/2009, de 28 de diciembre, de Medidas Fiscales y de Contenido Financiero.

Ley de Cantabria 8/2010, de 23 de diciembre, de garantía de derechos y atención a la infancia y la adolescencia.

Dos modificaciones que tienen que ver con la articulación de los presupuestos de nuestra comunidad autónoma y dos normas de desarrollo de la propia ley.

Durante la presente legislatura se han aprobado el resto de las modificaciones, en concreto tres:

Ley de Cantabria 5/2011, de 29 de diciembre, de Medidas Fiscales y Administrativas.

Ley de Cantabria 2/2012, de 30 de mayo, de Medidas Administrativas, Económicas y Financieras para la ejecución del Plan de Sostenibilidad de los Servicios Públicos de la Comunidad Autónoma de Cantabria.

Ley de Cantabria 10/2012, de 26 de diciembre, de Medidas Fiscales y Administrativas.

Creo que huelga cualquier comentario. Dos modificaciones para la articulación de los presupuestos y una de sostenibilidad de los Servicios Públicos, léase RECORTES. Ni una sola norma que desarrolle la Ley de Derechos y Servicios Sociales de Cantabria. Lejos de ello la ley fija como herramientas esenciales para su desarrollo el Plan Estratégico de Servicios Sociales y los diferentes planes sectoriales. ¿Qué sucede con esas herramientas de desarrollo de la ley?
La Ley de Derechos y Servicios Sociales de Cantabria recoge la titularidad del Gobierno de Cantabria en el diseño y planificación general de la política de servicios sociales mediante la elaboración del mencionado plan, así como su la duración, finalidad y contenidos del mismo, además de la obligación de que vaya acompañado de una memoria económica desglosada por anualidades en la que se recojan los créditos necesarios para su progresiva aplicación. A fecha de hoy, con más de media legislatura consumida, el Gobierno del Partido Popular ha sido incapaz de elaborar el Plan Estratégico de Servicios Sociales para este cuatrienio.
NO HAY PLAN ESTRATÉGICO PORQUE NO HAY NI PLAN NI ESTRATEGIA. PORQUÉ TOCAN DE OÍDO AL SON DE LAS POLÍTICAS ECONÓMICAS, PORQUE EN REALIDAD LA ÚNICA ESTRATEGIA QUE SÍ TIENEN ES LA DE COVERTIR LOS SERVICIOS PÚBLICOS EN UN NEGOCIO. SI LO HAN HECHO CON LA SANIDAD Y CON LA EDUCACIÓN, SI LO ESTÁN HACIENDO CON LAS PENSIONES, ¿QUÉ LES IMPIDE HACERLOS CON LOS SERVICIOS SOCIALES?

Pero es que además otro nubarrón se cierne sobre el cuarto pilar del estado social, el Anteproyecto de Ley de Racionalización y Sostenibilidad de la Administración Local convierte a los municipios en meros evaluadores y derivadores del riesgo y la exclusión social. Este anteproyecto de ley ignora cómo se ha configurado el sistema durante los últimos treinta años. La organización de los mismos, tal y como consagra la Ley de Derechos y Servicios Sociales de Cantabria, se ha basado en la especialización, distinguiéndose entre la Atención Primaria de titularidad local, y la Atención Especializada, de titularidad autonómica. Los primeros tienen como finalidad una atención integral, universal, preventiva y polivalente y son la estructura más próxima a los vecinos de nuestros municipios para garantizar su acceso a sus derechos sociales. Pero es que además, a lo largo de todos estos años han demostrado ser una estructura eficaz y eficiente.
Detrás de las políticas populares descritas está, tal y como denuncian los profesionales de los servicios sociales, el intento de volver a un estado asistencial basado en la beneficencia y no en los derechos sociales y recogiendo textualmente sus denuncias “un Estado en el que los derechos sociales de ciudadanía quedan desdibujados, por la imposición de políticas públicas alejadas del ciudadano. La participación ciudadana en la creación, gestión y evaluación de los servicios sociales desaparece. La fortaleza en la proximidad de los servicios y la mejora de la gobernanza se elimina; y deja las personas y familias en manos de unas administraciones (Diputaciones y Comunidades Autónomas) que no conocen ni su realidad ni sus necesidades”
En base a todo lo anteriormente expuesto, desde el Comité Local de Los Corrales de Buelna, proponemos al Comité Comarcal la adopción de las siguientes propuestas de resolución:
PROPUESTAS DE RESOLUCIÓN:

1.- Que el partido asuma como propias las reivindicaciones de los profesionales de los Servicios Sociales frente al Anteproyecto de Ley de Racionalización y Sostenibilidad de la Administración Local. Esto significa el mantenimiento de los Servicios Sociales Municipales de Atención Primaria con las mismas estructuras, competencias y programas que tienen hoy en día y que son las contempladas en la LEY DE CANTABRIA 2/2007 DE 27 DE MARZO, DE DERECHOS Y SERVICIOS SOCIALES en sus artículos 13, 14 y 15
2.- Que desde el Grupo Regionalista del Parlamento de Cantabria se lleven cuantas iniciativas sean necesarias para el desarrollo de la LEY DE CANTABRIA 2/2007 DE 27 DE MARZO, DE DERECHOS Y SERVICIOS SOCIALES.

3.- Que desde el Grupo Regionalista del Parlamento de Cantabria se presenten las iniciativas pertinentes para instar al Gobierno Regional a presentar el Plan Estratégico de Servicios Sociales.

4.- Presentar en cada uno de nuestros ayuntamientos mociones para instar al Gobierno de Cantabria a desarrollar la LEY DE CANTABRIA 2/2007 DE 27 DE MARZO, DE DERECHOS Y SERVICIOS SOCIALES y para que elabore el Plan Estratégico de Servicios Sociales. 
